
Que reforma el artículo 69 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, a cargo de la diputada Claudia Sofía Corichi García, 
del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano
La suscrita Claudia S. Corichi García, Diputada Federal integrante del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano en esta LXIII Legislatura del 
Honorable Congreso de la Unión con fundamento en lo dispuesto en los 
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
mexicanos y 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de 
Diputados somete a consideración del pleno de esta asamblea la siguiente 
iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforma el Artículo 69 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de lo siguiente:
Exposición de Motivos
I. Año con año y con la proximidad del 1 de septiembre, fecha en que por 
mandato constitucional, en el artículo 69, primer párrafo, se establece que “en la 
apertura de sesiones ordinarias del primer periodo de cada año de ejercicio del 
Congreso, el presidente de la República presentará un informe por escrito, en el 
que manifieste el estado general que guarda la administración pública del país. 
En la apertura de las sesiones extraordinarias del Congreso de la Unión, o de 
una sola de sus cámaras, el presidente de la Comisión Permanente informará 
acerca de los motivos o razones que originaron la convocatoria”, es que la 
atención pública se concentra en dicho evento.
II. En décadas pasadas el protocolo de este evento era la representación del 
presidencialismo mexicano, donde el Ejecutivo en turno mostraba su poder y 
alcance. La dinámica hacía evidente la sobrerrepresentación de una sola fuerza 
política en el Poder Legislativo, en la que no existían contrapesos.
III. “La obligación de rendir informes ante las Cámaras se extiende a los 
titulares de las dependencias centralizadas, así como a los de los organismos 
públicos descentralizados o empresas de participación estatal mayoritaria, 
práctica que en los periodos del auge presidencialista (regímenes de Miguel 
Alemán Valdés, Adolfo Ruiz Cortines, Adolfo López Mateos y Gustavo Díaz 
Ordaz) no se celebró. No fue sino hasta el gobierno de Luis Echeverría 
(1976-1982) que se reinició. Puede decirse que su utilización en México, más 
que la práctica de un efectivo control, se debe a una incesante necesidad de 
búsqueda de legitimación, de demostrar a nivel interno e internacional que en 
México se cuenta con prácticas de democracia parlamentaria”1 .
IV. El control parlamentario -se ha señalado en diversas ocasiones- resulta ser 
poco aprovechado y entendido por parte del mismo Poder Legislativo ya que no 
se ha propiciado su debate. Siempre son asuntos de coyuntura o de urgencia a 
resolver.



V. La glosa del Informe debería convertirse en una discusión abierta y con datos 
reales acerca del estado actual que atraviesa el país, la doctora Cecilia Mora-
Donato destaca que “desde una perspectiva más democrática el informe de 
gobierno debe propiciar un diálogo serio y riguroso entre el Congreso y el Jefe 
del Ejecutivo, que confronte sus posturas e ideas sobre la política nacional e 
internacional, e incluso sobre aquellos aspectos del acontecer cotidiano respecto 
de los cuales los ciudadanos quieren y deben saber, y sea el instrumento 
propicio para que los ciudadanos podamos ponderar libremente a quién le asiste 
la razón política; esto no podrá lograrse sin las preguntas directas o 
interpelaciones de todos los diputados sean éstos de la oposición o no; con 
cortesía y respeto pero también con talento y agudeza política puede cumplirse 
este fin y respetarse el protocolo que una ceremonia de este tipo impone”2 .
VI. El artículo 69, párrafo II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece además que “cada una de las Cámaras realizará el análisis 
del informe y podrá solicitar al Presidente de la República ampliar la 
información mediante pregunta por escrito y citar a los secretarios de Estado y a 
los directores de las entidades paraestatales, quienes comparecerán y rendirán 
informes bajo protesta de decir verdad. La Ley del Congreso y sus reglamentos 
regularán el ejercicio de esta facultad”.
VII. La Ley fundamental por su parte, en su Art. 89, Fracción II, párrafo primer, 
otorga al Presidente la facultad de “Nombrar y remover libremente a los 
Secretarios de Estado, remover a los embajadores, cónsules generales y 
empleados superiores de Hacienda, y nombrar y remover libremente a los 
demás empleados de la Unión, cuyo nombramiento o remoción no esté 
determinado de otro modo en la Constitución o en las leyes;”. Facultad siempre 
ejercida a cabalidad por parte del Ejecutivo y que sólo a él concierne la elección 
de estos funcionarios, así como su actuación frente a las instituciones donde les 
corresponda.
VIII. Respecto a lo señalado en el párrafo anterior, cabe señalar que no existe 
ningún procedimiento establecido para llevar a cabo dichos nombramientos y/o 
remociones, esto hace en la práctica, que bajo su criterio y sus tiempos, el 
Ejecutivo nombre, renueve o cambie a los miembros del gabinete no 
necesariamente por un mal desempeño o una mala actuación, sino también por 
estrategia política, o por razones que no tienen que ver con el interés de los 
ciudadanos.
IX. La facultad de las Cámaras para llamar a comparecer a los Secretarios de 
Estado, y a los directores de entidades paraestatales debe entenderse como una 
herramienta de control parlamentario, en la que además de la discusión sobre el 
desarrollo de las políticas públicas y el estado que guardan las condiciones del 



país, su inherente cualidad pública sea reconocida como herramienta de 
rendición de cuentas para los ciudadanos.
X. El Estado mexicano ha signado y ratificado diversos instrumentos 
internacionales que tienen como finalidad promover la transparencia y la 
rendición de cuentas, entre los que se encuentran:
La Convención Interamericana contra la Corrupción, de la cual México es parte 
desde el 2 de junio de 1997; a través de ésta el Estado mexicano se obligó a 
establecer medidas preventivas aplicables dentro de los sistemas institucionales 
por medio de normas de conducta de los funcionarios públicos, así como 
mecanismos para hacer cumplir estas normas, sistemas de declaración de 
ingresos, contratación de personal y mecanismos para la participación de la 
sociedad civil en la rendición de cuentas y transparencia.
La Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de 
Mérida). Este instrumento fue aprobado por la Asamblea General de la ONU el 
31 de octubre de 2003. En ella, nuestro país se comprometió a formular y 
aplicar políticas coordinadas y eficaces contra la corrupción que promuevan la 
participación de la sociedad y reflejen los principios del imperio de la ley, la 
debida gestión de los asuntos públicos y los bienes públicos, la integridad, la 
transparencia y la obligación de rendir cuentas.
XI. El 31 de diciembre de 1982, fue publicada en el Diario Oficial de la 
Federación la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos con 
el primordial objeto de marcar el fin de la corrupción generalizada como una 
demanda de la comunidad, apelando a la ética como el fundamento del 
moderno estado social y democrático de derecho, lo que representó un gran 
avance legal en la materia. Por su parte el 13 de marzo de 2002 se publicó en el 
mismo Diario, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 
Servidores Públicos. Ésta surgió con el propósito de llevar a la realidad las 
normas básicas de responsabilidades de los servidores públicos contenidas en el 
Título Cuarto de la Carta Magna y dotarlas de plena eficacia para cumplir con 
sus objetivos.
Tanto la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, como la Ley de 
Responsabilidades Administrativas, fueron creadas con el objeto de establecer 
marcos jurídicos que además de señalar las obligaciones de quienes detentan un 
cargo público, promovieran la transparencia y rendición de cuentas en los 
encargos de los servidores públicos.
XII. Cómo lo señala Mora-Donatto3 , “desde una perspectiva más democrática 
el informe de gobierno debe propiciar un diálogo serio y riguroso entre el 
Congreso y el jefe del Ejecutivo, que confronte sus posturas e ideas sobre la 
política nacional e internacional, e incluso sobre aquellos aspectos del acontecer 
cotidiano respecto de los cuales los ciudadanos quieren y deben saber”.



XIII. Bajo el enfoque que apremia en las leyes federales de responsabilidades 
de los servidores públicos en el que se señala la necesidad de hacer frente a los 
actos u omisiones de encargos públicos incluso un año después de haberse 
retirado del cargo4 , la comparecencia de los Secretarios de Estado o de los 
directores de las entidades paraestatales, debe ser tomada con seriedad, como un 
ejercicio de contrapeso entre los poderes Ejecutivo y Legislativo, representando 
para el caso de la Cámara de Diputados una herramienta más de rendición de 
cuentas una vez que la representación popular recae en ella.
XIV. Tras tres años en el poder, el pasado 27 de agosto del presente año, a unos 
días de presentar su informe de gobierno y llevar a cabo en el Congreso de la 
Unión la revisión de la glosa de dicho informe, el Presidente Enrique Peña 
Nieto anunció 10 cambios en su gabinete. Estos ajustes hacen que la acción de 
revisar el estado que guardan los respectivos ramos de cada Secretaría resulte 
endeble ya que estos secretarios se encuentran en un periodo de transición 
dentro de sus respectivas Secretarías, hecho que les pone en una situación poco 
apta para hacer frente a las comparecencias en fondo y forma. El interés 
superior del ciudadano, debe poner como primicia en las comparecencias, que 
la rendición de cuentas sobre los asuntos de la nación sea amplia y clara por 
parte de los secretarios de Estado o directores de entidades paraestatales.
XV. Los sistemas de control y fiscalización de la administración pública son 
indispensables para la eficiencia y buen funcionamiento de cualquier régimen 
democrático. A través de esta iniciativa se pretende que cada funcionario rinda 
cuentas acerca de su actividad al frente de cualquier dependencia del Poder 
Ejecutivo, ya sea que este ejerciendo en ese momento o no el cargo, no por el 
hecho de haber sido removidos o cambiados los Secretarios de Estado o 
directores de entidades paraestatales pueden renunciar a sus responsabilidades 
como funcionarios públicos.
Por lo expuesto sometemos a la consideración de la honorable Cámara de 
Diputados la siguiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma 
el artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Decreto
Único.  Se reforma el  artículo 69 de la  Constitución Política  de los  Estados 
Unidos Mexicanos, modificando el segundo párrafo y adicionando un párrafo 
para quedar como sigue:
Artículo 69. ...
Cada una de las Cámaras realizará el análisis del informe y podrá solicitar 
al presidente de la República ampliar la información mediante pregunta 
por escrito  y  citar a  los  secretarios  de  Estado y  a  los  directores  de  las 
entidades paraestatales,  quienes comparecerán y rendirán informes bajo 
protesta de decir verdad.



En caso de que algún secretario de Estado o director de entidad paraestatal 
citado a  comparecer ante  cualquiera  de  las  Cámaras,  tengan menos  de 
sesenta días en su encargo, se llamará a comparecer y rendir informes bajo 
protesta de decir verdad al anterior inmediato secretario de Estado o al 
anterior inmediato director de entidad paraestatal. La Ley del Congreso y 
sus reglamentos regularán el ejercicio de esta facultad.
En el primer año de su mandato, en la apertura del segundo periodo de sesiones 
ordinarias  del  Congreso,  el  presidente  de  la  República  presentará  ante  la 
Cámara de Senadores, para su aprobación, la Estrategia Nacional de Seguridad 
Pública e informará anualmente sobre el estado que guarde.
Transitorio
Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación.
Notas
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 3 de septiembre de 2015.
Diputada Claudia Sofía Corichi García (rúbrica)


